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Época: Décima Época  
Registro: 2020150  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XXI.1o.P.A.43 A (10a.)  
 
UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE GUERRERO. LOS ARTÍCULOS 34 Y 35 DEL REGLAMENTO 
ESCOLAR DE SU UNIDAD ACADÉMICA DE MEDICINA, AL PREVER QUE PARA CONCURSAR 
POR EL INGRESO SE REQUIERE PRESENTAR Y ACREDITAR UN EXAMEN DE ADMISIÓN, NO 
VIOLAN EL DERECHO DE ACCESO A LA EDUCACIÓN SUPERIOR. 
 
De los artículos 34 y 35 del Reglamento Escolar de la Unidad Académica de Medicina de la Universidad 
Autónoma de Guerrero se advierte que para concursar por el ingreso se requiere presentar y acreditar 
un examen de admisión, el cual tiene como finalidad seleccionar a los puntajes más altos. Por su parte, 
los artículos 3o., fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 13, numerales 
2 y 3, inciso c, del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia 
de Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador" y 26, numeral 1, de la 
Declaración Universal de Derechos Humanos, prevén el derecho a la educación superior, la cual debe 
ser igualmente accesible a todos, sobre la base de la capacidad de cada uno, por cuantos medios sean 
apropiados y en función de los méritos respectivos. Por tanto, los preceptos inicialmente citados, al 
prever que el aspirante debe aprobar un examen de admisión, como requisito para ingresar a dicha casa 
de estudios, no violan el derecho de acceso a la educación superior aludido, toda vez que no constituyen 
una condicionante de acceso, sino un medio apropiado para determinar o medir las  capacidades o 
aptitudes de cada persona y, en consecuencia, son constitucionales y convencionales. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020149  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: XXI.1o.P.A.42 A (10a.)  
 
UNIVERSIDAD AUTÓNOMA DE GUERRERO. EL ACUERDO DE 9 DE MAYO DE 2016, EMITIDO 
POR SU CONSEJO UNIVERSITARIO, EN LA PORCIÓN QUE ESTABLECE QUE UN 5% (CINCO POR 
CIENTO) DE LOS LUGARES DISPONIBLES EN CADA UNIDAD ACADÉMICA SERÁ PARA LOS 
HIJOS DE LOS TRABAJADORES DE ESA CASA DE ESTUDIOS, VIOLA EL DERECHO 
FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD Y NO DISCRIMINACIÓN. 

 
El artículo 3o., fracción VII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece –
entre otras cuestiones– que las universidades y las demás instituciones de educación superior a las que 
la ley otorgue autonomía, tendrán la facultad de gobernarse y autorregularse; disposición que se refrenda 
en los diversos 190 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Guerrero y 5 de la Ley 
Orgánica de la Universidad Autónoma de Guerrero. Así, con fundamento en esa facultad de 
autorregulación, el Consejo Universitario, máximo órgano de gobierno de dicha casa de estudios, emitió 
el acuerdo de 9 de mayo de 2016, que establece las reglas de ingreso y prevé que el 5% (cinco por 
ciento) de los lugares disponibles en cada unidad académica será para los hijos de los trabajadores de 
la propia institución de educación superior. En estas condiciones, la porción normativa señalada 
privilegia a un grupo social por razón de parentesco, por lo que constituye un acto discriminatorio que 
no tiene apoyo en una justificación razonablemente válida y tangible, que pueda dar como pauta un trato 
desigual con relación al resto de la población, por lo cual viola el derecho fundamental a la igualdad y no 
discriminación, previsto en el artículo 1o. de la Constitución Federal. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL VIGÉSIMO 
PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020146  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVIII.2o.P.A.6 P (10a.)  
 
SUSPENSIÓN DE OFICIO EN EL AMPARO. PROCEDE DECRETARLA CUANDO SE RECLAMAN 
ACTOS QUE IMPORTEN ATAQUES A LA LIBERTAD PERSONAL FUERA DE PROCEDIMIENTO, Y 
NO CUANDO EL ACTO RECLAMADO CONSISTA EN UNA ORDEN JUDICIAL QUE AFECTE A LA 
LIBERTAD. 
 
De los artículos 125, 126 y 128 de la Ley de Amparo, se obtiene que la suspensión del acto reclamado 
procede de oficio o a petición de parte. Que se concederá de oficio y de plano cuando, entre otros casos, 
se trate de actos que importen ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, es decir, se refiere 
a los supuestos en que puede afectarse la libertad sin una justificante jurídica. En cambio, el legislador 
también previó la procedencia de la suspensión a petición de parte respecto de órdenes emitidas por 
autoridad competente, que afecten ese derecho, y precisó que dicha medida cautelar tendrá por efecto 
que no se ejecute o cese inmediatamente, según el caso; de ahí que de una interpretación sistemática 
de dichos preceptos, se concluye que al establecerse la procedencia de la suspensión de oficio frente a 
actos que importen ataques a la libertad personal fuera de procedimiento, no se incluyeron en ese 
supuesto, a las órdenes que impliquen una afectación a la libertad, decretadas judicialmente, pues en 
esta última hipótesis, la ejecución de la orden es susceptible de suspenderse conforme al artículo 162 
de la propia ley. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
OCTAVO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020145  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.13o.T.218 L (10a.)  
 
SALARIOS VENCIDOS. LA LIMITANTE PREVISTA EN EL ARTÍCULO 48 DE LA LEY FEDERAL DEL 
TRABAJO ES APLICABLE A LOS TRABAJADORES DE ORGANISMOS PÚBLICOS 
DESCENTRALIZADOS, CUANDO EL JUICIO EN EL QUE RECLAMEN SU DESPIDO 
INJUSTIFICADO SE SUSTANCIE ANTE UNA JUNTA FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE. 
 

Los derechos adjetivos o procesales constituyen reglas para obtener la garantía del goce de diversas 
prerrogativas sustantivas, entre ellas, las de índole laboral y, por principio de congruencia, las normas 
procesales aplicables deben ser aquellas que rigen el juicio en trámite. Así, el artículo 48 de la Ley 
Federal del Trabajo establece que en el supuesto de que el patrón no compruebe la causa de la rescisión, 
el trabajador tendrá derecho a que se le paguen salarios vencidos, lo cual constituye un resultado de 
índole adjetivo, al ser un efecto de la condena; en consecuencia, si una demanda se presentó ante la 
Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, el procedimiento debe sustanciarse conforme a lo establecido 
en la ley referida, por lo que es aplicable, sin excepción, la limitante prevista en el numeral 48 aludido. 
Lo anterior, aun cuando se trate de un trabajador de un organismo público descentralizado cuyas 
relaciones laborales se rigen de conformidad con la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del 
Estado pues, incluso, en este supuesto no pueden soslayarse las normas que rigen el procedimiento. 
 
DÉCIMO TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020144  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XXXII.2 C (10a.)  
 
SOCIEDAD CONYUGAL. PARA DETERMINAR SI UN BIEN ADQUIRIDO POSTERIORMENTE A LA 
SEPARACIÓN MATERIAL DE LOS CÓNYUGES CORRESPONDE A ESE RÉGIMEN, DEBE 
PRECISARSE SI EN LA FECHA DE SU ADQUISICIÓN, EL CÓNYUGE DEMANDANTE SE DEDICÓ 
PREPONDERANTEMENTE AL HOGAR, ASÍ COMO AL CUIDADO Y EDUCACIÓN DE LOS HIJOS 
(INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 196 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL ESTADO DE COLIMA). 
 

En las tesis de jurisprudencia 1a./J. 6/2013 (10a.), 1a./J. 50/2013 (10a.) y aislada 1a. CXLIII/2018 (10a.), 
la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido como hecho innegable que 
en México, por la permanencia de los roles de género, la mayoría de las mujeres casadas se dedican 
preponderantemente a los quehaceres propios del hogar, así como al cuidado y educación de los hijos, 
lo cual les limita sus oportunidades de desarrollarse profesional o laboralmente, con lo que reducen 
notablemente la obtención de ingresos en comparación con los del marido; asimismo, que ese rol 
persiste durante la vigencia del matrimonio y no sólo en el tiempo en que cohabitaron, por lo que, dichas 
labores, deben considerarse como una contribución económica al sostenimiento del hogar, para efectos 
de una posible modificación de los derechos de propiedad de los bienes adquiridos durante el 
matrimonio. Con base en lo anterior, la interpretación del artículo 196 del Código Civil para el Estado de 
Colima, conforme a los principios de justicia y equidad de género, conduce a la conclusión de que los 
bienes adquiridos individualmente por uno de los cónyuges desde el día de la separación física 
libremente consentida y con el ánimo de concluir el matrimonio, no forman parte del caudal de la 
sociedad conyugal cuando el otro ha dejado de soportar las cargas familiares que le corresponden de 
acuerdo a la dinámica familiar preestablecida durante el matrimonio, pero deberán incluirse cuando 
ambos continúen cumpliéndolas, incluso, después de que cesó la cohabitación. Por tanto, si la parte 
demandada continuó incrementando el patrimonio familiar a través de la incorporación de nuevos bienes 
adquiridos durante el tiempo en que su cónyuge se dedicó a los quehaceres propios del hogar, así como 
al cuidado y educación de los hijos, debe concluirse que dichos bienes sí forman parte de la sociedad 
conyugal, pues sería inequitativo que se excluyeran si la actora se dedicó preponderantemente a las 
actividades señaladas contribuyendo, de esta manera, al sostenimiento de la familia y de ese modo 
apoyó en la generación de riqueza para el haber patrimonial. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 21 de junio de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2020143  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XVII.2o.P.A.10 K (10a.)  
 
REVISIÓN ADHESIVA EN AMPARO INDIRECTO. DEBE DECLARARSE SIN MATERIA ANTE EL 
DESISTIMIENTO DEL RECURSO PRINCIPAL. 

 
El artículo 82 de la Ley de Amparo establece: "La parte que obtuvo resolución favorable en el juicio de 
amparo puede adherirse a la revisión interpuesta por otra de las partes dentro del plazo de cinco días, 
contados a partir del día siguiente a aquel en que surta efectos la notificación de la admisión del recurso, 
expresando los agravios correspondientes; ...". Por su parte, la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, en la tesis de jurisprudencia 1a./J. 67/99, de rubro: "REVISIÓN. DESISTIMIENTO 
DEL RECURSO DE.", estableció que si en la tramitación del amparo en revisión interpuesto por la parte 
que se considera agraviada por la sentencia, ésta desiste del recurso, debe declararse firme el fallo 
recurrido. En consecuencia, si la adhesión al recurso principal sigue la suerte procesal de éste, al haber 
quedado firme la sentencia del amparo indirecto por el desistimiento del recurrente, aquélla debe 
declararse sin materia. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020142  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LII/2019 (10a.)  
 
RENTA. LA ELIMINACIÓN DEL RÉGIMEN DE CONSOLIDACIÓN FISCAL Y EL ESQUEMA DE 
SALIDA CORRESPONDIENTE PREVISTO EN LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A 
PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE CONFIANZA LEGÍTIMA. 

 
Tomando en consideración que el legislador cuenta con amplias facultades para configurar el sistema 
tributario –a fin de establecer una tasa, una contribución, un beneficio fiscal, o para crear, modificar o 
eliminar un determinado régimen fiscal–, y los contribuyentes bajo ninguna circunstancia pueden tener 
la previsibilidad de que los aspectos tributarios se mantendrán de igual forma de un momento a otro, se 
concluye que la eliminación del régimen de consolidación fiscal y el esquema de salida correspondiente, 
previsto en el artículo noveno, fracciones XV y XVIII, de las disposiciones transitorias de la Ley del 
Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en relación con los artículos 71 y 71-
A de dicha ley vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, no violan el principio de confianza legítima 
derivado del derecho a la seguridad jurídica y, en el caso de actos legislativos, derivado específicamente 
del derecho a la irretroactividad de la ley, contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, porque las sociedades controladoras no tienen un derecho adquirido para 
continuar tributando conforme al citado régimen especial una vez abrogada la ley que lo contenía, ni 
pueden albergar esperanza alguna de que aquél permanecería hacia el futuro, situación que, en el mejor 
de los casos, entrañaría una expectativa de derecho que no se materializó en la esfera jurídica de dichas 
sociedades y, consecuentemente, dio pauta para que el legislador, en uso de sus amplias facultades 
para eliminar regímenes de tributación como el señalado, estableciera además las consecuencias 
jurídicas correspondientes, a efecto de obligar a determinar y enterar el impuesto pendiente de pago al 
31 de diciembre de 2013. Así, las sociedades controladoras no pueden sostener válidamente que la 
desaparición del referido régimen suscitó cambios sorpresivos, inmediatos y sin justificación urgente, 
provocando una afectación a sus decisiones de negocios, estrategias comerciales, planeaciones 
financieras y futuros negocios en relación con el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, pues no 
pueden confiar en que dicho régimen permanecería por determinado lapso o en que el legislador lo 
mantendría indefinidamente, máxime que el pago del impuesto diferido con motivo de la 
desconsolidación a partir de 2014 presupone la obtención de ingresos suficientes para hacer frente a la 
obligación contributiva y, por ende, no pueden resentir afectaciones como las señaladas ni comprometer 
su liquidez de manera trascendental. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020141  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LV/2019 (10a.)  
 
RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL, PREVISTO EN LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, Y LOS PROCEDIMIENTOS 
DE COMPARACIÓN DE RUFINES, CUFINES Y R-CUFINES, QUE EN CADA CASO RESULTE 
PROCEDENTE REALIZAR CONFORME A CADA UNA DE LAS 3 MECÁNICAS PARA EFECTUAR 
LA DESCONSOLIDACIÓN, NO VIOLAN EL DERECHO A LA PROPIEDAD NI EL PRINCIPIO DE 
PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 

 
Conforme a las 3 mecánicas de desconsolidación integrantes del esquema de salida de la consolidación 
fiscal, las sociedades controladoras deben efectuar, entre otras operaciones, la comparación de 
RUFINES, CUFINES y/o R-CUFINES, según el caso, a fin de determinar y enterar el impuesto diferido 
correspondiente. Ahora, si los citados procedimientos de comparación permiten identificar utilidades 
pendientes de gravamen –pues en su momento se produjeron a nivel individual y se aportaron a la 
consolidación, pero por alguna causa no se pagó el impuesto respecto de ellas, o bien, se trata de 
dividendos distribuidos por la sociedad controladora–, las cuales fueron generadas a partir de ingresos 
obtenidos por el contribuyente, entonces, ello implica que a través de la aplicación de esos 
procedimientos, en última instancia, se sujeta a imposición una manifestación de riqueza gravada por el 
impuesto sobre la renta, con lo cual se obliga a las sociedades controladoras a contribuir al gasto público 
con cargo a sus recursos patrimoniales. Por lo anterior, se concluye que el esquema de salida de la 
consolidación fiscal y los procedimientos de comparación de RUFINES, CUFINES y R-CUFINES que en 
cada caso resulte procedente realizar conforme a cada una de las 3 mecánicas para efectuar la 
desconsolidación, previstos en el artículo noveno, fracciones XV, inciso a), numeral 3, e inciso b), y XVIII, 
inciso c), de las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 1 
de enero de 2014, en relación con los artículos 71, párrafos sexto y séptimo, 71-A, fracción II, y cuarto, 
fracción VIII, inciso b), de las disposiciones transitorias de dicha ley vigente hasta el 31 de diciembre de 
2013, no violan el principio de proporcionalidad tributaria ni el derecho a la propiedad, contenidos en los 
artículos 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 21 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, respectivamente, porque el hecho de identificar sólo 
utilidades respecto de las cuales no se hubiese pagado el impuesto, obliga a las sociedades 
controladoras a tributar conforme a su capacidad contributiva, en el entendido de que si tales utilidades 
se produjeron por la obtención previa de ingresos que pasaron a formar parte de su patrimonio y, por 
tanto, de su propiedad, ésta no se afecta de manera arbitraria o sin justificación, sino sólo en la medida 
en que tales ingresos sirvieron para modificar positivamente dicho patrimonio y constituyen una 
manifestación de riqueza susceptible de ser gravada, tomando en cuenta que el derecho a la propiedad 
conlleva la responsabilidad social de destinar una parte de ella al sostenimiento de las cargas públicas. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020140  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LI/2019 (10a.)  
 
RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL, PREVISTO EN LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL APOYARSE EN UN 
NUEVO SUPUESTO DE DESCONSOLIDACIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE IRRETROACTIVIDAD 
DE LA LEY. 
 
Al abrogar la Ley del Impuesto sobre la Renta vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, y no incluir en 
la vigente a partir del 1 de enero de 2014 el régimen de consolidación fiscal, el legislador eliminó el citado 
régimen y tomó esa circunstancia como detonante para ordenar la desconsolidación de los grupos de 
empresas que vinieran tributando de manera consolidada. Ahora, con independencia de que hasta el 
ejercicio fiscal de 2013 se previeran supuestos específicos para proceder a la desconsolidación, ello no 
implica que las sociedades controladoras hubiesen adquirido el derecho a desconsolidar exclusivamente 
bajo esas hipótesis, porque en tanto no se actualizaran los supuestos respectivos, sólo contaban con 
una expectativa de desconsolidar conforme a la ley abrogada, a partir de la cual no se generó una 
situación concreta y menos un derecho a no desconsolidar mientras no se verificara alguno de los 
supuestos contenidos en esa ley anterior. Asimismo, en tanto esas sociedades nunca se ubicaron en 
alguna de las hipótesis de desconsolidación previstas en la ley abrogada (supuesto), es claro que 
tampoco se desplegaron los efectos jurídicos correlativos (consecuencia), de lo cual se sigue que la 
nueva ley puede regular situaciones o circunstancias no alcanzadas por los supuestos y consecuencias 
previstos en la ley anterior. Así, el esquema de salida de la consolidación fiscal bajo un nuevo supuesto 
de desconsolidación (eliminación del régimen), previsto en el artículo noveno, fracciones XV y XVIII, de 
las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 
2014, en relación con los artículos 71 y 71-A de dicha ley vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, no 
viola el principio de irretroactividad de la ley contenido en el artículo 14 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, porque no desconoce derechos adquiridos ni modifica o altera supuestos 
y/o consecuencias de éstos surgidos conforme a la ley vigente hasta 2013, tomando en cuenta que, 
hasta ese ejercicio fiscal, las sociedades controladoras tuvieron la oportunidad de diferir el pago del 
tributo conforme al citado régimen tributario. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020139  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LIV/2019 (10a.)  
 
RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL PREVISTO EN LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL ESTABLECER UN 
TRATO DISTINTO ENTRE SOCIEDADES CONTROLADORAS Y PERSONAS MORALES DEL 
RÉGIMEN GENERAL, PARA EFECTOS DE AMORTIZAR LAS PÉRDIDAS FISCALES DE 
EJERCICIOS ANTERIORES, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA. 

 
Conforme al régimen general del impuesto sobre la renta, las personas morales, e incluso aquellas que 
tributaban en el de consolidación fiscal y sólo debieran determinar su resultado fiscal consolidado, tenían 
la posibilidad de amortizar sus pérdidas fiscales de ejercicios anteriores contra las utilidades que 
determinen en el ejercicio fiscal respectivo. En cambio, las sociedades controladoras que a partir de 
2014 deban efectuar la desconsolidación del grupo empresarial y apliquen las mecánicas 2 o 3 para ese 
propósito, no pueden amortizar sus pérdidas fiscales consolidadas de ejercicios anteriores –en parte o 
totalmente– contra las utilidades identificadas a través de las distintas partidas o conceptos que pudieron 
generar efectos de diferimiento. Lo anterior es así, en virtud de que los contribuyentes mencionados en 
primer término, al calcular el impuesto sobre la renta del ejercicio, deben reflejar su s ituación fiscal 
general y no tienen que aplicar procedimientos "cedulares" o "aislados", o bien, "híbridos", para pagar 
algún impuesto diferido, y menos con motivo de una desconsolidación; mientras los segundos, al aplicar 
la mecánica 3 de desconsolidación (procedimiento "cedular" o "aislado"), o bien, la mecánica 2 
(procedimiento "híbrido" por la parte netamente "cedular" o "aislada"), han de identificar exclusivamente 
utilidades fiscales pendientes de gravamen y, por ende, no deben involucrar factores o resultados 
inherentes a la situación fiscal general del grupo empresarial. Así, el esquema de salida de la 
consolidación fiscal previsto en el artículo noveno, fracciones XV y XVIII, de las disposiciones transitorias 
de la Ley del Impuesto sobre la Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en relación con los 
artículos 71 y 71-A de dicha ley, vigente hasta el 31 de diciembre de 2013, no viola el principio de equidad 
tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, pues no establece un trato diferenciado injustificado entre los grupos de contribuyentes 
mencionados, tomando en cuenta que, en todo caso, las citadas controladoras tienen la posibilidad de 
efectuar la desconsolidación conforme a la mecánica 1, la cual permite integrar las partidas o los 
conceptos que en su momento generaron efectos de diferimiento, a la fórmula general para efectuar el 
cálculo del impuesto sobre la renta consolidado y, por tanto, reconocer los efectos que a ese nivel 
tributario pueden verificarse para determinar el impuesto diferido, entre otras formas, mediante la posible 
amortización total de las pérdidas fiscales consolidadas de ejercicios anteriores. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020138  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LIII/2019 (10a.)  
 
RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL PREVISTO EN LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO, VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL CONTENER LOS 
ELEMENTOS NECESARIOS PARA CUMPLIR LA OBLIGACIÓN DE PAGO SIN GENERAR 
CONFUSIÓN O AMBIGÜEDAD, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS DE LEGALIDAD TRIBUTARIA Y DE 
SEGURIDAD JURÍDICA. 

 
El esquema de referencia prevé la obligación sustancial a cargo de las sociedades controladoras, 
consistente en determinar y enterar el impuesto sobre la renta diferido con motivo de la consolidación y 
que al 31 de diciembre de 2013 no se hubiese pagado al fisco federal, así como 3 mecánicas excluyentes 
entre sí claramente identificadas para cumplir con ese propósito (desconsolidar al grupo), contemplando 
los conceptos o partidas a considerar (pérdidas fiscales, pérdidas por enajenación de acciones, 
dividendos contables, conceptos especiales de consolidación, comparación de RUFINES, CUFINES y 
R-CUFINES, según el caso), y las operaciones aritméticas indispensables para determinar los montos 
del impuesto sobre la renta a pagar, así como el impuesto al activo que con motivo de la 
desconsolidación deberá enterarse o será susceptible de recuperación. Ahora bien, la descripción y el 
funcionamiento del esquema aludido puede realizarse a partir del texto legal mismo y ello evidencia que 
su comprensión está al alcance de los contribuyentes, quienes no se encuentran expuestos a 
arbitrariedad alguna por parte de las autoridades exactoras, porque en tanto la norma establece y 
desarrolla con suficiente claridad la amplitud de la obligación tributaria, así como los procedimientos que 
deben seguirse para darle cumplimiento, éstas no tendrán margen para aplicarlas a su capricho o 
conforme a su laxo criterio. De ahí que el esquema de salida de la consolidación fiscal, previsto en el 
artículo noveno, fracciones XV y XVIII, de las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto sobre la 
Renta, vigente a partir del 1 de enero de 2014, en relación con los artículos 71 y 71-A de dicha ley vigente 
hasta el 31 de diciembre de 2013, no viola los principios de legalidad tributaria y seguridad jurídica 
contenidos en los artículos 31, fracción IV, y 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, porque en una ley en sentido formal y material quedan establecidos los elementos 
necesarios para cumplir con la obligación contributiva en un grado de comprensión suficiente que, si 
bien pueden ser complejos en algún grado, no por ello resultan confusos o ambiguos y, por ende, no 
generan incertidumbre jurídica. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020137  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
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Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. LVI/2019 (10a.)  
 
RENTA. EL ESQUEMA DE SALIDA DE LA CONSOLIDACIÓN FISCAL, PREVISTO EN LA LEY DEL 
IMPUESTO RELATIVO VIGENTE A PARTIR DEL 1 DE ENERO DE 2014, AL OBLIGAR A ENTERAR, 
EN SU CASO, EL IMPUESTO AL ACTIVO POR DESCONSOLIDACIÓN, NO VIOLA EL PRINCIPIO 
DE PROPORCIONALIDAD TRIBUTARIA. 
 
El esquema de salida de la consolidación fiscal establece, entre otras obligaciones, la de determinar el 
impuesto al activo (IMPAC) que le corresponda enterar a la sociedad controladora, así como el que 
podrán recuperar las sociedades controladas y ella en lo individual. Para tales efectos, una vez aplicado 
el artículo tercero transitorio de la Ley del Impuesto Empresarial a Tasa Única abrogada, dicha sociedad 
líder estará en aptitud de efectuar la comparación entre el IMPAC consolidado y el individual de cada 
sociedad del grupo de acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo tercero, fracción III, de las 
disposiciones de vigencia temporal de la Ley del Imdecreto por el que se reforman, adic ionan y derogan 
diversas disposiciones de la Ley del Impuesto sobre la Renta, del Código Fiscal de la Federación, de la 
Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios y de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, y 
se establece el Subsidio para el Empleopuesto sobre la Renta del , publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 1 de octubre de 2007 –aplicable en el marco de la desconsolidación–. Derivado de esa 
comparación, si el IMPAC consolidado pagado en ejercicios anteriores que tenga derecho a recuperar 
la controladora, es inferior al que tengan derecho a recuperar las sociedades controladas y a la 
controladora en lo individual, ello implica que por la diferencia, la controladora debe efectuar el entero 
respectivo. Lo anterior es así porque el supuesto de referencia revela la existencia de un IMPAC diferido 
que, con motivo de la desconsolidación, es necesario enterar, con la finalidad de dejar totalmente pagado 
al fisco federal el IMPAC que posteriormente podrán solicitar en devolución las sociedades controladas 
y la controladora en lo individual, en el entendido de que ese pago no corresponde a la identificación de 
utilidades pendientes de gravamen como si se tratara de impuesto sobre la renta, sino a un adeudo 
tributario proveniente de la actualización del hecho imponible para efectos del propio IMPAC, cuya 
manifestación de riqueza gravada consiste en los activos concurrentes a la obtención de utilidades. De 
ahí que el esquema de salida de la consolidación fiscal y, particularmente, al obligar a enterar –en su 
caso– el impuesto al activo con motivo de la desconsolidación, previsto en el artículo noveno, fracciones 
XV, inciso e), y XVIII, inciso b), de las disposiciones transitorias de la Ley del Impuesto sobre la Renta, 
vigente a partir del 1 de enero de 2014, en relación con el artículo tercero, fracción III, del decreto citado, 
no viola el principio de proporcionalidad tributaria contenido en el artículo 31, fracción IV, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque el pago de dicho tributo no es producto 
de una mera comparación de montos de IMPAC, sino de la identificación de un impuesto diferido por 
efectos de la consolidación cuyo origen se encuentra en la manifestación de riqueza gravada por dicho 
tributo, la cual, en su momento, denotó aptitud para contribuir al sostenimiento del gasto público. 
 
PRIMERA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020136  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Laboral)  
Tesis: I.6o.T.171 L (10a.)  
 
RELACIÓN LABORAL. ES INSUFICIENTE PARA ACREDITARLA EL HECHO DE QUE EL 
DEMANDADO, EN ESCRITURA PÚBLICA, OTORGUE A UNA PERSONA UN PODER GENERAL 
PARA PLEITOS Y COBRANZAS PARA ACTUAR COMO SU REPRESENTANTE LEGAL. 

 
El hecho de que el demandado otorgue en escritura pública a una persona poder general para pleitos y 
cobranzas para actuar como su representante legal es insuficiente, por sí solo, para tener por acreditada 
la existencia de una relación de trabajo, al no desprenderse del mismo la subordinación, elemento 
esencial del vínculo laboral, que permite distinguirlo de otras relaciones jurídicas, la cual se traduce, por 
parte del patrón, en la facultad jurídica de mando correlativa a un deber de obediencia de quien presta 
su servicio, que obliga al trabajador a desempeñarlo bajo la dirección del empleador, a cuya autoridad 
estará subordinado en todo lo concerniente al trabajo, de acuerdo con el artículo 134, fracción III, de la 
Ley Federal del Trabajo, toda vez que dicho poder está orientado a defender los intereses de la empresa 
contra terceros y, en todo caso, únicamente justificaría que la persona a quien se le otorgó actúa con 
autonomía e independencia en su gestión. 
 
SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020135  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 2a. XL/2019 (10a.)  
 
RECURSO DE RECLAMACIÓN CONTRA ACUERDOS DEL PRESIDENTE DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN. SU PRESENTACIÓN ANTE ÓRGANOS JURISDICCIONALES QUE 
CONOCIERON EN PREVIA INSTANCIA, INTERRUMPE EL PLAZO PARA SU INTERPOSICIÓN 
[ABANDONO DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 33/2016 (10a.)]. 
 
De conformidad con la interpretación al Acuerdo General Número 12/2014 del Pleno de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, que originó la jurisprudencia 2a./J. 82/2018 (10a.), se definió que la 
finalidad de esa normativa es generar una herramienta favorable para los justiciables a efecto de que 
los medios de defensa de la competencia de este Alto Tribunal que por error se presenten ante autoridad 
jurisdiccional distinta, sean remitidos dentro del día siguiente a aquel en que se recibieron mediante el 
uso del Módulo de Intercomunicación de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (MINTERSCJN), 
para evitar su extemporaneidad y así salvaguardar el acceso a la tutela judicial efectiva. En concordancia 
con ello, la interpretación del artículo 104 de la Ley de Amparo conforme a ese derecho humano 
reconocido por el precepto 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, arroja que 
como en ninguno de sus párrafos establece la obligación de interponerlo directamente ante esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, entonces el presupuesto de presentación ante la autoridad 
emisora del acuerdo reclamado no resulta aplicable de manera particular a este medio de impugnación, 
y así se favorece en una forma más amplia a los justiciables en su derecho de acceso a la tutela judicial, 
quienes podrán presentarlo ante los órganos jurisdiccionales que conocieron en previa instancia, 
siempre y cuando lo hagan dentro del plazo de 3 días que establece el artículo 104 de la Ley de Amparo, 
pues de no entenderlo así se impone una restricción no prevista en la norma reglamentaria y que pondría 
de manifiesto una limitación regresiva. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Registro: 2020134  
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Tipo de Tesis: Aislada  
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Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: VII.2o.C.63 K (10a.)  
 
PRINCIPIO DE NON REFORMATIO IN PEIUS. SU ANÁLISIS EN LOS CASOS DONDE LA QUEJOSA 
Y RECURRENTE SEA UNA PERSONA MENOR DE EDAD. 

 
El citado principio obliga a no agravar la situación jurídica de la quejosa cuando sólo ésta recurre la 
sentencia de amparo. Así, desde una perspectiva formal, se inobserva dicho principio cuando en la 
resolución del recurso de revisión, interpuesto sólo por la quejosa, se revoca la sentencia recurrida y se 
niega el amparo que se le había concedido a ésta por algún vicio de forma o procedimiento; sin embargo, 
en los casos donde la quejosa y recurrente es una persona menor de edad, ello no necesariamente es 
así. En efecto, las personas menores de edad, como sujetos(as) de derechos, están legitimadas para 
promover el juicio de amparo en contra de los actos que las afecten, como las resoluciones en las que 
se determina el ejercicio de su guarda y custodia y la convivencia con su progenitor(a) no custodio(a). 
No obstante, los órganos jurisdiccionales deben tener presente que en tales controvertidos existen varios 
intereses en conflicto, por lo que debe realizarse un escrutinio estricto de los argumentos planteados, a 
fin de advertir los directamente relacionados con el interés superior de la persona menor de edad y 
excluir, a su vez, aquellos que, utilizando la legitimación procesal de ésta, en realidad no sean acordes 
con su interés superior, sino al interés de las diversas partes del juicio. En ese sentido, si el Tribunal 
Colegiado de Circuito, al realizar dicho escrutinio estricto en el recurso de revisión interpuesto por la 
persona menor de edad, advierte que el acto reclamado es conforme con el interés superior de ésta o le 
resulta más benéfico que el amparo que se le concedió por algún vicio de forma o de procedimiento, 
debe revocar la sentencia recurrida y negar el amparo concedido. Lo anterior no significa agravar la 
situación de la persona menor de edad porque, en realidad, se está asegurando el mayor beneficio para 
ésta. De ahí que, en estos casos, no se transgreda el citado principio non reformatio in peius. Así, cuando 
una persona menor de edad es quejosa y recurrente, la transgresión al citado principio no puede 
derivarse sólo de aspectos formales como el sentido de las sentencias, sino debe observarse la 
argumentación expuesta en éstas, para constatar si se agravó o se aseguró una mayor protección al 
interés superior de la persona menor de edad, lo que puede acontecer aun negando el amparo que 
previamente se había otorgado. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
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PRESCRIPCIÓN DE LA ACCIÓN. SE INTERRUMPE CON LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA, 
AUN CUANDO EN EL JUICIO RESPECTIVO SE DECRETE LA CADUCIDAD DE LA INSTANCIA 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE QUINTANA ROO). 

 
De la interpretación del artículo 2469 del Código Civil para el Estado, se advierte que la prescripción de 
la acción se interrumpe por la presentación de la demanda, por cualquier género de requerimiento o de 
interpelación hecha al deudor o porque la persona a cuyo favor corre la prescripción reconozca 
expresamente, de palabra o por escrito, o tácitamente por hechos indudables, el derecho de la persona 
contra quien prescribe; sin embargo, se considerará como no interrumpida si el actor desistiese del 
requerimiento, de la interpelación o de la demanda, o ésta fuese desestimada; hipótesis de excepción 
que no prevé la relativa a la declaración de caducidad por inactividad procesal, la cual, en términos de 
los artículos 131 y 132 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Quintana Roo, si bien 
tiene por finalidad, en la primera instancia, dejar sin efecto el proceso, no así la acción, y por efecto, 
entre otros, que las cosas vuelvan al estado que tenían antes de la promoción de la demanda, lo cierto 
es que esto no puede entenderse como la inexistencia de la presentación de aquélla y de todos los actos 
procesales ocurridos hasta la resolución firme de caducidad, toda vez que el propio legislador da ciertos 
efectos jurídicos al juicio declarado caduco, al establecer que las resoluciones firmes sobre competencia, 
litispendencia, conexidad, personalidad y capacidad de los litigantes, emitidas en éste, seguirán rigiendo 
dentro del nuevo juicio y, de promoverse otro, ejercitando la misma acción, el demandante es tará 
obligado a pagar los gastos y costas causados en el primer procedimiento. Luego, la prescripción de la 
acción debe estimarse interrumpida con la presentación de una demanda, aun cuando en el juicio 
respectivo se decrete la caducidad de la instancia, por más que parte de sus consecuencias quedan sin 
efecto, pues otras, subsisten. Máxime que en el numeral 2469 del invocado código sustantivo, se 
establecieron diversas hipótesis en las cuales se considera que no se interrumpe la prescripción y, entre 
ellas, no se incluyó la declaración de caducidad de la instancia, como sí se encuentra previsto el 
desistimiento del requerimiento, de la interpelación o de la demanda y su desestimación; lo que 
adicionalmente es acorde con el principio que establece que los casos de excepción son de 
interpretación restrictiva. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
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Federación. 
  

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 

Publicadas el viernes 21 de junio de 2019 en el Semanario Judicial de la Federación. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación (https://sjf.scjn.gob.mx) 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

h
tt

p
:/

/j
u
ri
s
ta

d
e
lfu

tu
ro

.o
rg

 
 

Época: Décima Época  
Registro: 2020132  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Penal)  
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PROCEDIMIENTO ABREVIADO. LOS ACUERDOS QUE EMITE EL FISCAL GENERAL DE LA 
REPÚBLICA, EN TÉRMINOS DEL ÚLTIMO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 202 DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE PROCEDIMIENTOS PENALES, SON VINCULANTES PARA EL MINISTERIO PÚBLICO AL 
SOLICITAR LAS PENAS DENTRO DE ESA FORMA DE TERMINACIÓN ANTICIPADA DEL PROCESO 
PENAL ACUSATORIO, NO PARA LOS JUECES DE CONTROL, AL IMPONERLAS. 
 
El último párrafo del precepto citado establece que el Ministerio Público, al solicitar la pena dentro de un 
procedimiento abreviado, deberá observar el acuerdo que al efecto emita el procurador, actualmente 
fiscal general; sin embargo, dicho acuerdo no constituye una determinación que obligue a su observancia 
a los órganos jurisdiccionales, ni les impone obligaciones de hacer o no hacer, tampoco tiene 
características de abstracción, impersonalidad y generalidad, sólo se trata de un acto administrativo 
interno que tiende a regular el funcionamiento de la actual Fiscalía General de la República, que se 
constriñe al actuar de las autoridades que señala el propio acuerdo. Atento a lo expuesto, el Juez de 
control, al imponer las penas en esa forma de terminación anticipada del proceso penal acusatorio, no 
debe someterse a un acuerdo general que no es vinculante para las autoridades jurisdiccionales. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
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NOTIFICACIONES REALIZADAS EN LA AUDIENCIA DENTRO DEL PROCESO PENAL 
ACUSATORIO. SURTEN EFECTOS EN ESE PROPIO ACTO, POR LO QUE PARA EL CÓMPUTO 
DEL PLAZO PARA LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO, DEBE PARTIRSE DE ESA 
FECHA Y NO DE AQUELLA EN LA QUE SE TUVO CONOCIMIENTO DEL ACTO EN VIRTUD DE LA 
EXPEDICIÓN DE LA COPIA AUTORIZADA DE DICHA DILIGENCIA, O LA EMISIÓN DE SU VERSIÓN 
ESCRITA. 

 
Para los efectos del juicio de amparo, si se trata de la notificación realizada en la audiencia dentro del 
proceso penal acusatorio, debe partirse de la efectuada en esa fecha para realizar el cómputo de los 
plazos a los que se refieren los artículos 17 y 18 de la Ley de Amparo, y no de aquella cuando se aduzca 
que se tuvo conocimiento del acto hasta la expedición de la copia autorizada de la señalada diligencia, 
o bien, cuando se emita su versión escrita. Ello es así, ya que en el sistema penal de corte acusatorio, 
conforme a los principios de publicidad e inmediación, la audiencia, en sí misma, implica una 
participación real en el acto jurídico con el involucramiento de las partes en el desarrollo de las diligencias 
que conforman el proceso penal. De manera que, conforme al artículo 63 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales, la notificación de las resoluciones dictadas en forma oral, tanto a los 
intervinientes en aquélla, como a quienes se encontraban obligados a asistir, quedan formalmente 
realizadas; por tanto, para la presentación de la demanda de amparo, la notificación de la resolución oral 
surte efectos en la misma audiencia, dado que se reconoce el efecto contundente de que el interesado 
participa en ella; por ello, no puede alegarse que no tuvo conocimiento de la emisión del acto, cuando 
éste se realizó en su presencia material y formalizada. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
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NOTIFICACIONES EN EL AMPARO. LAS ORDENADAS "EN TÉRMINOS DE LEY", SIN PRECISAR 
SI DEBEN EFECTUARSE POR LISTA O PERSONALMENTE, GENERAN INCERTIDUMBRE E 
INSEGURIDAD JURÍDICA. 
 
El proveído que ordena realizar una notificación en el amparo "en términos de ley", genera incertidumbre 
e inseguridad jurídica, pues no precisa cómo debe efectuarse, si por lista o personalmente, y con ese 
proceder, se pretende delegar al actuario la responsabilidad de determinar cómo deben efectuarse las 
notificaciones ordenadas. En estas condiciones, cuando la notificación deba efectuarse al quejoso 
personalmente, así debe precisarse en el auto correspondiente, para generar certeza y no dejarlo a 
discreción del actuario, ni permitir que el juzgador pueda aducir que así lo ordenó, al indicar en "términos 
de ley", cuando expresamente no se estableció que debía ser personal, porque las determinaciones 
judiciales deben ser precisas y completas, para que se cumplan en sus términos. Lo anterior no atenta 
contra la libertad que otorga el artículo 270 del Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación 
supletoria a la Ley de Amparo, el cual establece que las actuaciones judiciales pueden efectuarse en 
cualquier forma, porque éstas deben expresar con claridad lo que ordenan, para que se acaten tanto por 
las partes, como por el actuario adscrito y, en todo caso, el Juez deberá atender lo prescrito en el capítulo 
IV de la ley mencionada, denominado: "Notificaciones". Considerar lo contrario, implicaría que pueda 
declararse infundado un incidente de nulidad de notificaciones, promovido en contra de un auto por no 
ordenar que su notificación se efectúe personalmente al quejoso o al tercero interesado, cuando ello así 
procediere, al haberse establecido su realización en "términos de ley" y, por ello, la comprende, lo que 
se estima incorrecto, dada su ambivalencia. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
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MINISTERIO PÚBLICO. UNA VEZ QUE JUDICIALIZA LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN, SU 
CALIDAD PROCESAL CAMBIA DE AUTORIDAD (ENTE ACUSADOR) A SUJETO DEL 
PROCEDIMIENTO CON LA CALIDAD DE PARTE, POR LO QUE SI SE PROMUEVE AMPARO 
INDIRECTO CONTRA SUS ACTOS EMITIDOS CON POSTERIORIDAD A ESTA FASE, EL JUICIO 
CONSTITUCIONAL ES IMPROCEDENTE. 

 
Si bien el Ministerio Público es la autoridad que tiene a su cargo la investigación del delito, y el ejercicio 
de la acción penal, en términos de los artículos 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos y 127 del Código Nacional de Procedimientos Penales, lo cierto es que una vez que el 
representante social judicializa la carpeta de investigación con la finalidad de formular imputación contra 
determinada persona, la calidad procesal del Ministerio Público cambia de autoridad (ente acusador) a 
sujeto del procedimiento penal con la calidad de parte, como lo establece el artículo 105 del propio 
código, por lo que sus actos se verifican en un plano de igualdad de condiciones adjetivas entre éste, el 
imputado, su defensor, la víctima u ofendido y su asesor jurídico. Bajo esa premisa, si se promueve el 
amparo indirecto contra sus actos emitidos con posterioridad a esta fase, como pudiera ser, por ejemplo, 
la conducta que adoptó durante la celebración de la audiencia inicial, el juicio de control constitucional 
es improcedente, en términos del artículo 61, fracción XXIII, en relación con el diverso 5o., fracción II, 
ambos de la Ley de Amparo, el cual establece el concepto de autoridad responsable para efectos del 
juicio de control constitucional. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
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MARCAS. DEBE PERMITIRSE SU REGISTRO AUN CUANDO SU DENOMINACIÓN CONTENGA 
UNA PALABRA MALSONANTE, SI ÉSTA NO ES SU ÚNICA CONNOTACIÓN, DEBIENDO TENER 
EN CUENTA SU USO EN EL CASO ESPECÍFICO Y UN CRITERIO DE EXCEPCIONALIDAD AL 
INVOCAR LA AFECTACIÓN AL ORDEN PÚBLICO (INAPLICABILIDAD DEL ARTÍCULO 4o. DE LA 
LEY DE LA PROPIEDAD INDUSTRIAL). 

 
Una marca es registrable, aun cuando el uso de una de las palabras que forman parte de su 
denominación resulte malsonante si, por las diversas acepciones que ésta tiene, no necesariamente es 
contraria a la moral, a las buenas costumbres ni al orden público, para lo cual, deberá atenderse a cada 
caso concreto. En efecto, el artículo 4o. de la Ley de la Propiedad Industrial establece que no serán 
registrables las marcas cuyos contenidos o forma sean contrarios al orden público, a la moral y a las 
buenas costumbres o contravengan cualquier disposición legal. Aunado a lo anterior, conforme al criterio 
de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, cuando se alega violación al orden 
público –concepto controvertido e indeterminado–, su connotación debe adecuarse a las circunstancias 
de casos concretos y no basarse en supuestos de afectación hipotética, por lo que es imposible 
predeterminar su alcance de manera genérica y anticipada con una pretensión de definición fija e 
inflexible; es decir, debe privilegiarse la aplicación de la siguiente ecuación: a mayor alcance en cuanto 
al contenido de orden público, menor tutela y alcance de derechos fundamentales; entre más amplia sea 
la connotación de orden público, más limita y restringe el alcance de derechos fundamentales. En 
consecuencia, debe permitirse el registro de una marca, aun cuando su denominación contenga una 
palabra malsonante, si ésta no es su única connotación, debiendo tener en cuenta su uso en el caso 
específico y un criterio de excepcionalidad al invocar la afectación al orden público lo cual, a su vez, 
protege la creatividad de expresiones que, en el mundo de los negocios, son eficaces para llamar la 
atención y útiles para fines comerciales; considerar lo contrario, implicaría hacer valer como concepto 
de orden público las preferencias lingüísticas de la autoridad administrativa en turno y censurar un uso 
del lenguaje. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
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FACULTADES DEL INSTITUTO MEXICANO DEL SEGURO SOCIAL PARA ANALIZAR Y VERIFICAR 
LA INFORMACIÓN QUE LE PROPORCIONEN LOS PATRONES. LES ES INAPLICABLE LA 
CADUCIDAD PREVISTA EN EL ARTÍCULO 67 DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN. 

 
El precepto citado, al establecer el plazo para la caducidad de las facultades de las autoridades en la 
materia para determinar las contribuciones o aprovechamientos omitidos y sus accesorios, así como 
para imponer sanciones por infracciones a las disposiciones tributarias, supone la existencia de una 
obligación de índole fiscal a cargo del contribuyente. Por tanto, esa caducidad es inaplicable a las 
facultades que consigna el artículo 251, en relación con los diversos 12, fracción I y 17, segundo párrafo, 
todos de la Ley del Seguro Social, pues éstas se confirieron al Instituto Mexicano del Seguro Social para 
analizar y verificar la información que le proporcionen los patrones, pero no para la determinación de 
una obligación fiscal. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
SÉPTIMO CIRCUITO. 
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DISMINUCIÓN DE LA PENA EN UNA MITAD EN DELITOS NO GRAVES. EL ARTÍCULO 71 BIS DEL 
CÓDIGO PENAL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO, QUE 
LA PREVÉ, NO ES INCOMPATIBLE CON EL MODELO DE ENJUICIAMIENTO ACUSATORIO Y 
ORAL, POR LO QUE PARA ANALIZAR LA PROCEDENCIA DE ESTE BENEFICIO, LA ACEPTACIÓN 
POR EL IMPUTADO DEL HECHO ILÍCITO Y DE SU PARTICIPACIÓN EN ÉL, DEBE REALIZARSE 
DENTRO DE LA AUDIENCIA DE JUICIO. 

 
El precepto mencionado establece que cuando el sujeto activo confiese su participación en la comisión 
de delito no grave ante el Ministerio Público y la ratifique ante el Juez en la declaración preparatoria, se 
disminuirá la pena en una mitad, según el delito de que se trate. Ahora, si bien el artículo 71 Bis citado 
se refiere a conceptos propios del sistema penal tradicional o mixto, lo cierto es que ello no lo hace una 
norma incompatible con el modelo de enjuiciamiento acusatorio y oral, pues como se advierte, se trata 
de una norma de carácter sustantivo, al alcance únicamente del imputado, la cual no contraviene ninguna 
regla del Código Nacional de Procedimientos Penales. Por tanto, para su aplicación en el nuevo sistema 
de justicia, la norma invocada deberá interpretarse de conformidad con los principios que lo rigen, en 
particular los de contradicción e inmediación, los cuales determinan que la audiencia de juicio oral es la 
fase procedimental en la cual deberán llevarse a cabo el desahogo y la valoración de las pruebas. Por 
lo anterior, resulta indispensable que la aceptación, tanto del hecho ilícito como de su participación en 
él, se realice por el imputado dentro de la audiencia de juicio, mediante una actitud procesal manifiesta 
desde el inicio y que ésta prevalezca durante todo el desarrollo de la audiencia; de manera que, cuando 
el imputado y su defensa tengan la pretensión de hacer valer la aplicación de ese numeral, deben 
informar al tribunal de enjuiciamiento su conformidad con la acusación del Ministerio Público, desde el 
alegato de apertura de la defensa y en la primera ocasión en que el Juez pregunte al acusado si es su 
deseo declarar, pues sólo así se estará en aptitud de alcanzar los fines legítimos planteados por el 
legislador, en cuanto a la celeridad en el desarrollo del juicio, a cambio de una reducción de las penas 
correspondientes. 
 
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020122  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: XXVI.5 K (10a.)  
 
DILACIONES PROCESALES PRESUNTAMENTE EXCESIVAS DE LAS AUTORIDADES 
RESPONSABLES EN EL DICTADO DE PROVEÍDOS. EN CADA CASO PARTICULAR, LA 
PROCEDENCIA DEL AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA, DEBE ANALIZARSE EN ATENCIÓN 
A LA FECHA EN QUE CONCLUYÓ EL PLAZO EN EL QUE AQUÉLLAS DEBIERON 
PRONUNCIARSE LEGALMENTE O DILIGENCIARSE LOS ACTOS PROCESALES RESPECTIVOS, 
CONFORME A LA LEY APLICABLE A LA MATERIA DE QUE SE TRATE. 

 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 
294/2018, que dio origen a la jurisprudencia 2a./J. 33/2019 (10a.), de título y subtítulo: "AMPARO 
INDIRECTO. PROCEDE CONTRA LAS DILACIONES PRESUNTAMENTE EXCESIVAS DE LAS 
JUNTAS EN EL DICTADO DE PROVEÍDOS, LAUDOS O EN LA REALIZACIÓN DE CUALQUIER OTRA 
DILIGENCIA, SI TRANSCURREN MÁS DE 45 DÍAS NATURALES DESDE LA FECHA EN LA QUE 
CONCLUYÓ EL PLAZO EN EL QUE LEGALMENTE DEBIERON PRONUNCIARSE O DILIGENCIARSE 
LOS ACTOS PROCESALES RESPECTIVOS.", sostuvo que, por lo que hace a la materia laboral, a fin 
de proporcionar un estándar mínimo objetivo que ofrezca seguridad jurídica a las partes en el juicio, para 
efectos de la promoción del juicio de amparo indirecto contra dilaciones presuntamente excesivas en el 
dictado de proveídos, laudos o en la realización de cualquier otra diligencia, el juicio de amparo procede 
cuando transcurren más de 45 días naturales, contados a partir de la fecha en la que concluyó el plazo 
en que legalmente debieron pronunciarse o realizarse los actos procesales respectivos, tomando en 
cuenta para ello, que es precisamente ese periodo el máximo que el artículo 772 de la Ley Federal del 
Trabajo tolera para que el juicio permanezca inmóvil, cuando sea necesaria alguna promoción del 
trabajador. Así, siguiendo el criterio sostenido en la mencionada jurisprudencia, se concluye que en cada 
caso particular, dependiendo de la materia del asunto, deberá analizarse la procedencia del juicio de 
amparo indirecto promovido contra las dilaciones presuntamente excesivas en que incurran las 
autoridades responsables en el dictado de proveídos, en atención a la fecha en que concluyó el plazo 
en el que legalmente debieron pronunciarse éstas o diligenciarse los actos procesales respectivos, 
conforme a la ley aplicable a la materia de que se trate. Luego, deberá tomarse en cuenta el periodo 
máximo que la ley aplicable a cada caso concreto tolera para que el juicio permanezca inmóvil, cuando 
sea necesaria alguna promoción de las partes contendientes, para dar impulso al procedimiento para su 
trámite, en el entendido de que si éste no se activa, la sanción procesal será la caducidad. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO SEXTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020119  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: XIII.2o.C.A.1 C (10a.)  
 
COMPETENCIA POR MATERIA PARA CONOCER DE UN RECLAMO POR PAGO DE 
HONORARIOS. CUANDO LA CELEBRACIÓN DEL CONTRATO ENTRE LAS PARTES ACTORA Y 
DEMANDADA, NO TUVO POR OBJETO LA SATISFACCIÓN DEL INTERÉS PÚBLICO, 
CORRESPONDE A UN JUEZ EN MATERIA CIVIL. 
 

Aun cuando la parte demandada sea una entidad integrante de la administración pública estatal, el acto 
jurídico que motivó el reclamo por pago de honorarios no es de naturaleza administrativa, ya que no se 
efectuó para el funcionamiento del organismo descentralizado demandado, ni el particular accionante 
participó en los procedimientos o suscripción de contrataciones regulados por la Ley de Adquisiciones, 
Enajenaciones, Arrendamientos, Prestación de Servicios y Administración de Bienes Muebles e 
Inmuebles del Estado de Oaxaca. Bajo ese contexto, es claro que el contrato verbal entre el actor y la 
parte demandada fue para que aquél, como perito, fungiera con ese carácter en diversos juicios laborales 
en los que su contratante tuviera el carácter de demandada y patrón; de ahí que esa eventual 
intervención del actor en tales juicios, no tiene una finalidad de orden público, identificada también como 
utilidad pública o social, por lo cual, dicho contrato reviste una naturaleza civil y no administrativa. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO 
TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020118  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: III.5o.A.77 A (10a.)  
 
COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. TIENE EL CARÁCTER DE AUTORIDAD PARA EFECTOS 
DE LA PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO, CUANDO INSTAURA EL PROCEDIMIENTO DE 
VERIFICACIÓN DE LOS EQUIPOS O INSTRUMENTOS DE MEDICIÓN EN EL DOMICILIO DEL 
QUEJOSO Y DETERMINA UN CRÉDITO A CARGO DE ÉSTE, FUERA DE LO ESTIPULADO EN EL 
CONTRATO DE ADHESIÓN CORRESPONDIENTE. 

 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia 2a./J. 30/2018 
(10a.), estableció una excepción para la procedencia del juicio de amparo contra actos de la Comisión 
Federal de Electricidad, "cuando la empresa realice actos que vulneren derechos humanos fuera de lo 
estipulado y aceptado por las partes, o cuando aplique normas que se estimen inconstitucionales", lo 
cual debe analizarse en cada caso concreto por el juzgador. En consecuencia, la empresa productiva 
del Estado mencionada tiene el carácter de autoridad para efectos de la procedencia del juicio de 
amparo, cuando como resultado de la verificación de los equipos o instrumentos de medición en el 
domicilio del quejoso (usuario del servicio de energía eléctrica), con fundamento en el artículo 113 del 
Reglamento de la Ley de la Industria Eléctrica, determina un crédito a cargo de aquél, fuera de lo 
estipulado en el contrato de adhesión correspondiente, al no advertirse de éste que las partes hubiesen 
pactado de manera expresa y específica, supuesto alguno que permitiera a la propia comisión instaurar 
dicho procedimiento de verificación; de ahí que ese actuar es susceptible de escrutinio constitucional, 
para determinar si se actualiza o no alguna violación a los derechos fundamentales del particular. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020117  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: III.5o.A.78 A (10a.)  
 
COMISIÓN FEDERAL DE ELECTRICIDAD. CUANDO INCUMPLE CON SU OBLIGACIÓN DE 
FUNDAR ADECUADAMENTE SU COMPETENCIA PARA INSTAURAR UN PROCEDIMIENTO DE 
VERIFICACIÓN DE LOS EQUIPOS O INSTRUMENTOS DE MEDICIÓN, FUERA DE LO ESTIPULADO 
EN EL CONTRATO DE SUMINISTRO DE ENERGÍA ELÉCTRICA, AL APOYARSE EN UNA 
DISPOSICIÓN NORMATIVA ABROGADA, VIOLA EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA SEGURIDAD 
JURÍDICA DEL QUEJOSO. 

 
Cuando la Comisión Federal de Electricidad instaura un procedimiento de verificación de los equipos o 
instrumentos de medición, fuera de lo estipulado en el contrato de suministro de energía eléctrica, esa 
actuación actualiza la excepción prevista en la tesis de jurisprudencia 2a./J. 30/2018 (10a.), para la 
procedencia del juicio de amparo, al traducirse en un acto de molestia susceptible de analizarse con 
base en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual prevé la 
garantía de la debida fundamentación de la competencia de las autoridades. Ahora, cuando al emitir la 
orden de verificación, la empresa productiva del Estado señalada funda su competencia en una 
disposición normativa abrogada, por ejemplo, en el artículo 53 Bis del Estatuto Orgánico de la Comisión 
Federal de Electricidad (vigente hasta el 12 de abril de 2017), viola el derecho fundamental a la seguridad 
jurídica del quejoso, por dejarlo en un completo estado de incertidumbre, ya que con motivo de esa 
inadecuada fundamentación, éste tendrá que predecir, necesariamente, cuál precepto le es aplicable, a 
fin de que, de ser el caso, prepare su defensa en la vía que corresponda. Cabe señalar que ese vicio 
afecta todo el procedimiento, incluido el requerimiento de pago del crédito determinado a cargo del 
particular y la inminente suspensión del servicio. 
 
QUINTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020115  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: IV.3o.A.50 K (10a.)  
 
AMPARO INDIRECTO. PROCEDE CUANDO SE RECLAMA UNA DILACIÓN EN UN 
PROCEDIMIENTO SEGUIDO EN FORMA DE JUICIO QUE PUEDE VULNERAR EL DERECHO 
FUNDAMENTAL DE ACCESO A LA JUSTICIA. 

 
Los artículos 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 8, 
numeral 1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos prevén como derecho fundamental, 
el acceso a la justicia ante tribunales previamente establecidos que deberán impartirla en un plazo 
razonable. Por tanto, la demora prolongada e injustificada dentro de un procedimiento seguido en forma 
de juicio no puede considerarse sólo como una violación procesal que no pueda examinarse en el juicio  
de amparo indirecto, pues si el quejoso reclama por ejemplo, el señalamiento de la audiencia de pruebas 
que fijó la responsable para varios meses después, el acto reclamado no es propiamente procesal, pues 
se vincula directamente con el derecho fundamental mencionado e implica examinar si el plazo es uno 
de los requisitos de acceso a la justicia o un obstáculo al procedimiento y, con ello, determinar si existe 
o no la violación a ese derecho humano; de ahí la procedencia del juicio constitucional. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020112  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: III.2o.C.101 C (10a.)  
 

ACCIÓN PROFORMA. EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 23 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES DEL ESTADO DE JALISCO, AL EXIGIR QUE EL ENAJENANTE 
CUENTE CON LEGITIMACIÓN LEGAL PARA TRANSMITIR EL BIEN INMUEBLE, NO ES 
INCONVENCIONAL, AL SER ACORDE CON LOS PARÁMETROS DE PROTECCIÓN DE LOS 
DERECHOS HUMANOS. 
 

El artículo citado, establece la acción proforma, también conocida como la acción de otorgamiento de 
escritura que permite, a quien celebró un contrato de compraventa sin las formalidades de ley, que tras 
cumplir con su parte, pueda acudir ante el Juez a pedir que se le expida el documento correspondiente. 
Ahora bien, mediante decreto número 20398, que entró en vigor el treinta y uno de diciembre de dos mil 
tres, se reformó dicho artículo para adicionar un segundo párrafo, en el que se dispuso, como regla 
especial, que cuando la acción verse sobre contratos de enajenación, además de la justificación de la 
existencia del contrato traslativo de dominio del bien inmueble materia del juicio y el cumplimiento de las 
obligaciones pactadas, entre ellas, el pago del precio, también debe acreditarse que los enajenantes 
estaban facultados para transmitir la propiedad. La razón de dicha reforma obedeció a que el legislador 
advirtió que existen casos en los que sin acreditar plenamente la propiedad del bien materia de la litis, 
el Juez otorgaba el documento al actor en perjuicio de un tercero que resultaba ser el legítimo propietario, 
quien se veía afectado por alguien que sin derecho enajenaba o prometía transmitir un bien que no le 
pertenecía. Por tanto, dicha reforma procura, esencialmente, que el Juez cuente con los datos 
necesarios para administrar justicia bajo los principios de certeza y legalidad, ante la protección del 
derecho de propiedad de terceros que pudieren verse involucrados o perjudicados en caso de que en el 
proceso no se demuestre la propiedad del bien objeto de la enajenación. Sin que pueda considerarse 
que dicha regla sea violatoria de derechos fundamentales pues, para su correcta y efectiva protección, 
el Estado puede y debe establecer determinadas condiciones o requisitos para la procedencia de las 
acciones, como la prevista en el segundo párrafo del numeral en análisis. Por ende, no es dable 
considerar que el aludido elemento de la acción, sea una exigencia desmedida o irrazonable, que 
contravenga el principio pro homine, derivado del segundo párrafo del artículo 1o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, ya que no debería representar mayor complicación la 
demostración de que el enajenante cuenta con la legitimación legal suficiente para transmitir el bien, al 
ser legalmente un requisito básico para ello. En ese contexto, el requisito aludido es acorde con los 
parámetros de protección de los derechos humanos como los de legalidad, seguridad jurídica, igualdad 
y acceso a la justicia, pues resulta objetivo y justificado, debido a que su finalidad es evitar afectaciones 
a derechos de terceros, lo cual no implica que se esté negando u obstaculizando el derecho fundamental 
de acceso a la justicia ya que, de permitir la formalización del contrato sin comprobar la legitimación del 
enajenante, podría dar lugar al abuso de dicha acción con fines ilegales. Máxime que el derecho humano 
de acceso a la justicia debe entenderse como el hecho de eliminar formalismos que representen 
obstáculos para tal efecto, mas no soslayar los requisitos y formalidades establecidos por la ley, ni la 
inobservancia de éstas por parte de los gobernados. De ahí que, la regla especial establecida en el 
segundo párrafo del artículo 23 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Jalisco, al ser acorde 
con los parámetros de protección de los derechos humanos, no es inconvencional, pues cumple a 
cabalidad con el estándar internacional, sin transgredir derechos fundamentales. 
 

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
 

Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 

https://sjf.scjn.gob.mx/
http://juristadelfuturo.org/
http://juristadelfuturo.org/


TESIS AISLADAS 
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Época: Décima Época  
Registro: 2020111  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 21 de junio de 2019 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: IV.3o.A.2 CS (10a.)  
 
ACCESO A LA JUSTICIA. CONSTITUYE UN DERECHO FUNDAMENTAL PREVISTO EN LOS 
ARTÍCULOS 17, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y 8, NUMERAL 1, DE LA 
CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS. 
 
El artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece 
que toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para 
impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, 
completa e imparcial, además de que su servicio será gratuito, y las costas judiciales prohibidas. Por su 
parte, el artículo 8, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos dispone que toda 
persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un Juez 
o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 
sustanciación de cualquier acusación penal formulada en su contra, o para la determinación de sus 
derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter. Así, aunque la 
expresión "acceso a la justicia" no se advierte en la redacción de esas normas, se concluye que es el 
modo simple para identificar el método o medio adecuado para materializar el contenido de éstas en 
favor de los gobernados, pues al estar previsto en la parte dogmática de la Constitución Federal, dicho 
término constituye un derecho fundamental que, además, ha sido reconocido y ratificado en el 
instrumento internacional mencionado como una potestad inherente a la persona. En ese sentido, el 
acceso a la justicia es un derecho humano que garantiza, con determinados requisitos, que toda persona 
pueda acceder a tribunales independientes e imparciales, a fin de que se respeten y hagan valer sus 
derechos y para que los propios órganos encargados de impartir justicia resuelvan sin obstáculos las 
controversias sometidas a su consideración, de manera pronta, eficaz y en los plazos establecidos por 
la ley. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de junio de 2019 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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